CONCEPTO 206 DE 2012
(10 abril)

<Fuente: Archivo interno entidad emisora>
SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS
Bogotá D.C.

Señor

JESUS MARIANO RIOS CARDONA
jemariosc@yahoo.es

Ref. Su solicitud de información(1)
Respetado señor Ríos.

La solicitud objeto de estudio consiste en atender las siguientes consulta como propietario de un predio rural con servicio de energía eléctrica: ¿El operador de red puede ubicar o trasladar, a mi predio, uno o varios medidores de energía eléctrica de los vecinos de manera arbitraria, sin consultar al propietario del predio donde se van a reubicar los medidores?
Antes de brindar una respuesta puntual a su consulta, debemos advertir que el presente documento se formula con el alcance previsto en el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la entidad ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.

Por otra parte, de conformidad con lo establecido en el parágrafo primero(2) del artículo 79 de la Ley 142 de 1994(3), modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001(4) esta Superintendencia no puede exigir, en ningún caso, que los actos o contratos de una empresa de servicios públicos se sometan a aprobación previa suya.

Lo anterior podría configurar extralimitación de funciones, así como la realización de actos de coadministración a sus vigiladas.

Ahora bien, en relación con su consulta, resulta pertinente retomar lo expuesto por esta Oficina Asesora Jurídica mediante concepto SSPD-OJ-2009-250 al referir que el artículo 56 de la Ley 142 de 1994 señala que la ejecución de obras para prestar los servicios públicos y la adquisición de espacios suficientes para garantizar la protección de las instalaciones respectivas, son de utilidad pública e interés social. Por otra parte, el artículo 1 de la Ley 388 de 1997 señala que la utilización del suelo debe cumplirse con la función social de la propiedad, para hacer efectivo el derecho constitucional de acceso a los servicios públicos domiciliarios.

De igual forma, el artículo 57 de la citada Ley 142 de 1994, estableció que cuando sea necesario en la gestión de los servicios públicos, las empresas podrán:

"… pasar por predios ajenos, por una vía aérea subterránea o superficial, las líneas, cables o tuberías necesarias; ocupar temporalmente las zonas que requieran en esos predios; remover los cultivos y los obstáculos de toda clase que se encuentren en ellos; transitar, adelantar las obras y ejercer vigilancia en ellos; y en general, realizar en ellos todas las actividades necesarias para prestar el servicio. El propietario del predio afectado tendrá derecho a indemnización de acuerdo a los términos establecidos en la Ley 56 de 1981, de las incomodidades y perjuicios que ello le ocasione."
Lo anterior quiere decir que la utilidad pública que se predica de los servicios públicos permite a las empresas ejercer el derecho a negociar o imponer una servidumbre en los predios que requieren ocupar aún de manera temporal, lo que implica a su vez, que este derecho no obra ipso facto, sino que debe ejercerse en debida forma y no es absoluto, como los refiere la Corte Constitucional mediante sentencia T-105/2000:

".. Resulta incuestionable que para la obtención de los fines esenciales del Estado y el progreso y bienestar de la comunidad, se requiere de la construcción de obras de infraestructura que en muchas ocasiones afectan en mayor o menor grado los intereses de los particulares, vinculados a la propiedad, a favor del interés público o social. Sin embargo, no puede pensarse que el derecho de propiedad de una persona en lo que concierne a su núcleo esencial, pueda sacrificares en aras de la satisfacción de dicho interés, sin que reciban de la entidad pública promotora de las obras de beneficio público la correspondiente contraprestación económica... ". (Negrilla fuera de texto.)

En ese sentido, las empresas de servicios públicos no pueden vulnerar el derecho de dominio de que goza el propietario de cualquier inmueble ocupándolo de manera inconsulta.

Ahora bien, debe considerarse sin embargo, que si por virtud del servicio que se le presta actualmente al predio, la empresa ya cuenta con el derecho de servidumbre o permiso, y para efectos de prestación del servicio ha instalado activos de conexión y distribución en dicho predio, es de presumir que si el traslado de los medidores de sus vecinos, a que hace referencia, se efectuó a las instalaciones existentes en el predio en comento que son además de propiedad del Operador de Red, resulta predicable que dicho permiso o derecho originalmente otorgado se extiende a esa operación siempre que no se varíen las condiciones establecidas para ello en cuanto a terreno ocupado y afectaciones causadas. 

Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://basedoc.superservicios.gov.co. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta entidad.

Cordialmente, 

MARINA MONTES ALVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica
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